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Resumen 
     En la última década, género y derechos son temas cotidianos, que han dado origen a una 
permanente promulgación de leyes a favor de la mujer, y que en la práctica no modifican de 
forma real la situación de pobreza, desigualdad e inequidad. En este escenario, el análisis del 
principio de progresividad de los derechos humanos y su relación frente a la generación de 
políticas económicas y fiscales que afectan los ingresos de las mujeres y fomentan la 
discriminación de género, son un asunto coyuntural. Con estos referentes, se analiza en este 
artículo, el problema jurídico del principio de progresividad de los derechos humanos y los 
principios que sustentan los aspectos económicos y fiscales de la Reforma Tributaria de 2016 
(Ley 1819), que imponía una tasa del 19% del IVA a toallas higiénicas y tampones, a partir 
de una revisión documental, recurriendo a fuentes de información especializadas, para 
caracterizar las intencionalidades y repercusiones surgidas de este, como fenómeno 
socioeconómico con significativas implicaciones jurídicas, que llevan a considerar la 
necesidad de que toda política fiscal responda a una perspectiva de género, que reconozca el 
impacto diferenciado en los diversos grupos poblacionales. 
Palabras claves: Derechos humanos, progresividad, derechos de la mujer, desigualdad, 
inequidad, impuestos rosa. 
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     In the last decade, gender and rights are daily issues, which have given rise to a permanent 
enactment of laws in favor of women, and which in practice do not really modify the situation 
of poverty and inequity. In this scenario, the analysis of the principle of progressiveness of 
human rights and its relationship with the generation of economic and fiscal policies that 
affect women's income and promote gender discrimination, are a temporary matter. With 
these references, this article analyzes the legal problem of the principle of progressivity of 
human rights and the principles that support the economic and fiscal aspects of the 2016 Tax 
Reform (Law 1819), which imposed a rate of 19% of the VAT on sanitary napkins and 
tampons, based on a documentary review, resorting to specialized information sources, to 
characterize the intentions and repercussions arising from this, as a socioeconomic 
phenomenon with significant legal implications, which lead to consider the need for all fiscal 
policy respond to a gender perspective, which recognizes the differential impact on different 
population groups. 
Key words: Human rights, progressivity, women's rights, inequality, inequity, pink taxes. 
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     En los últimos 30 años, Colombia ha ratificado convenios internacionales que reconocen 
derechos especiales por la mujer y ha firmado pactos para la erradicación de la discriminación 
y la violencia de género, con el propósito de “crear estrategias, programas, y políticas 
públicas para eliminar todo tipo de violencia y discriminación en contra de la mujer que aún 
persisten en el país y que impiden el pleno desarrollo de sus derechos” (Garzón, 2018, p. 4). 
Adicionalmente, se ha adherido a los compromisos que conlleva el logro de los objetivos de 
desarrollo sostenible 2030, cuyo numeral cinco compromete a los Estados a realizar acciones 
para la igualdad de condiciones tanto para hombres como para mujeres. 
 
     Es claro que para que un país genere desarrollo no sólo debe contar con políticas 
económicas que lo favorezcan, sino que además debe incluir a toda la población. En el caso 
de las mujeres los altos niveles de pobreza, discriminación, violencia y vulneración son cada 
vez más frecuentes, siendo víctimas de una subordinación que no les permite ser tenidas en 
cuenta como importantes factores de desarrollo en los países, a la vez que no cuentan aún 
con escenarios que faciliten y garanticen una vida en condiciones dignas y acordes con sus 
necesidades. 
 
     Las políticas económicas y fiscales no están ajenas a las desigualdades e inequidades por 
razón del género, y están ampliamente relacionadas con la forma en que tanto hombres como 
mujeres se adhieren a las dinámicas económicas en el país. Aspecto que da lugar a demandas, 
desde diferentes sectores sociales que buscan respaldo gubernamental para superar estos 
fenómenos, puesto que, bajo la defensa de los derechos humanos “están amarrados los 
reclamos y exigencias de bienes espirituales y materiales que son considerados de vital 
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importancia para lograr la realización de la dignidad de la persona, bienes que son 
fundamentales tanto para individuos como para grupos sociales” (González, 2009, p. 37). 
 
      A partir de estos elementos, surge el interés por analizar el problema jurídico que presenta 
el principio de progresividad de los derechos humanos y los principios que sustentan el 
desarrollo de normas de política económica y fiscal, en el caso de la Ley de Reforma 
Tributaria que imponía IVA del 19% a productos de higiene femenina. Con este propósito, 
se recurre a la hermenéutica de abstracción - concreción como metodología, para adelantar 
un trabajo de análisis que permita la comprensión, explicación e interpretación de las 
manifestaciones que evidencian la existencia de un problema que requiere ser investigado 
para dar  respuesta a la pregunta por ¿Cómo se afecta el principio de progresividad de los 
derechos humanos de las mujeres cuando se promulgan leyes y normas de política económica 
y fiscal en un caso tan especifico como el IVA a las tollas higiénicas y tampones?, destacando 
las intencionalidades y repercusiones surgidas a partir de este, como fenómeno 
socioeconómico con significativas implicaciones jurídicas. 
 
1. Derechos Humanos y Derechos de la Mujer  
 
     La igualdad de género está en el centro mismo de los derechos humanos y los valores. 
Siendo concebido como “un principio fundamental dentro de la Carta de las Naciones 
Unidas, aprobada por los dirigentes del mundo en 1945, en la que se establecen: Derechos 
iguales para hombres y mujeres” (Mateo, 2018, p. 20), y en este sentido, corresponde la 
protección y preservación de los derechos humanos de las mujeres a todos los Estados. No 
obstante, millones de mujeres alrededor del mundo siguen siendo víctimas de discriminación, 
a partir de situaciones que diversa índole que las ubica en un lugar nada privilegiado y las 
obliga a sortear situaciones que según Chaparro (2019), están vinculadas con:  
-Las leyes y las políticas que prohíben a las mujeres el acceso a la tierra, la 
propiedad y la vivienda, en términos de igualdad. 
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-Opciones vitales reducidas, lo que las hace más vulnerables a la trata de 
personas. 
-La violencia de género, fenómeno que afecta por lo menos al 30% de las mujeres 
del mundo. 
-Se les niegan los derechos vinculados a la salud sexual y reproductiva. 
-Enfrentar situaciones en áreas de conflicto. 
-Discriminación debido a la edad, la etnia, la discapacidad o la condición social 
y económica.   
 
     Surge entonces un gran reto para los Estados, que han tenido que diseñar estrategias 
que les permitan garantizar de manera efectiva los derechos de las mujeres, para lo que 
es oportuno, desarrollar una amplia concepción de las dinámicas sociales que permitan 
establecer leyes y políticas que favorezcan la economía y la vida social y familiar de la 
mujer. A esto se suma, la necesidad de abolir los nocivos estereotipos de género, producto 
de unos arquetipos culturales que limitan y oprimen, según Millán (2004) “cualquier 
supuesto respecto a la hegemonía de un tipo concreto de diferencia, predispone a 
privilegiar a unos y a poner en detrimento de otros” (p.182). 
 
     En muchos países, ante el fenómeno de la discriminación y la violencia, las leyes aún 
siguen siendo limitantes. En el seno de las instituciones públicas con poder de decisión, 
las mujeres siguen estando ampliamente subrepresentadas, a la vez que los mecanismos 
de protección son coartados por la inexistencia de leyes adecuadas, a los que se suman 
las dificultades para acceder a la justicia que crea una cultura de impunidad que favorece 
la repetición de estos delitos y la ausencia de castigos efectivos. En este contexto, la 
sociedad sigue aún en espera de “políticas equitativas, la eliminación de leyes 
discriminatorias, la universalidad de los servicios de protección y los servicios sociales, 
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así como reformas de los sistemas de seguridad y justicia para poner fin a la impunidad 
de la violencia de género” (Puri, 2013, p. 1). 
 
2.  Antecedentes 
 
     En Colombia, la ley 1257 de 2008 generó a nivel jurídico nuevos aportes conceptuales en 
el país acerca de la violencia de género, es esta se dictan normas de sensibilización, 
prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, y en el 
artículo 2, define como una de sus formas, la violencia económica como cualquier acción u 
omisión orientada al abuso económico, el control abusivo de las finanzas, recompensas o 
castigos monetarios a las mujeres por razón de su condición social, económica o política. De 
tal forma que se abre espacio para la defensa de los derechos de las mujeres, “tanto en las 
relaciones del ámbito privado (pareja y/o familia), y en los ámbitos públicos como el laboral, 
cultural y social; así como en ámbitos más macro o naciones como los económicos” 
(Benavente y Valdés, 2014, p. 20). 
 
     Este antecedente normativo ha permitido que se desdibuje el escenario privado como 
único factor de vulneración de derechos y ha permitido el planteamiento de escenarios que 
conciernen al Estado y a la sociedad de manera integrada de forma tal que, las decisiones que 
se toman con respecto a la producción normativa y a los planes, programas y proyectos de 
los gobernantes afectan de manera importante la garantía y el disfrute efectivo de los 
derechos humanos de las mujeres. Uno de los antecedentes disciplinares más destacados se 
encuentra en el área de la economía feminista, que critica el modo en que opera la hacienda 
pública como sistema de reproducción de desigualdades y relaciones de poder de los hombres 
sobre las mujeres, reconociendo la economía feminista como:   
Una corriente de pensamiento que pone énfasis en la necesidad de incorporar las 
relaciones de género como una variable relevante en la explicación del 
funcionamiento de la economía, y de la diferente posición de los varones y las 
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mujeres como agentes económicos y sujetos de las políticas económicas (Ferber 
y Nelson, 1993 como se citó en Rodríguez Enríquez, 2015). 
 
     Esta misma autora, hace una crítica a la forma particular de relación social que aún 
predomina, alegando un sesgamiento discriminatorio, al “atribuir al hombre económico 
(homo economicus) características que considera universales para la especie humana, 
pero que sin embargo son propias de un ser humano varón, blanco, adulto, 
heterosexual, sano, de ingresos medios” (Rodríguez Enríquez, 2015).  
 
     Los principales temas que aborda la economía feminista son las brechas laborales y 
el techo de cristal, la economía del cuidado, la autonomía económica de la mujer, la 
distribución equitativa de la riqueza y por supuesto, la pobreza. En general, esta 
disciplina analiza todo lo relacionado con las implicaciones que tienen las decisiones 
económicas y de desarrollo sobre la vida y el cuerpo de las mujeres y, por tanto, han 
hecho énfasis en la inclusión del enfoque y la perspectiva del género en los ámbitos 
económicos y tributarios, haciendo visibles en este último los “sesgos de género” 
(Stotsky, 2005), como una consecuencia de la falta de neutralidad en la disciplina 
económica. Esta “ceguera de género” de la teoría económica y las políticas construidas 
bajo su influencia podrían generar:  
- Un reparto desigual entre mujeres y hombres de los costos y beneficios del 
crecimiento económico, así́ como de las crisis o de los procesos de ajuste.  
- La exclusión del análisis de una parte fundamental de las actividades 
económicas: aquellas que se realizan sin remuneración, pero que son esenciales 
para el sostenimiento del sistema en su conjunto, y que son desempeñadas de una 
manera preponderante por las mujeres (OXFAM, 2014, p. 4). 
 
     A pesar de la existencia de esta problemática, poco ha sido el análisis que se ha realizado 
sobre el impacto que tienen las decisiones económicas en la vida y en los cuerpos femeninos. 
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Los primeros esfuerzos surgen a nivel internacional y han estado más relacionados con 
disciplinas relacionadas con el consumo y el marketing. El primer referente se encuentra en 
California (Estados Unidos) en donde la Universidad de ese Estado en 2015 revelo a través 
de un estudio, que “las mujeres pagan hasta U$1.351 más al año por versiones femeninas de 
productos similares masculinos” (Cárdenas, 2019). Un estudio similar realizado en Francia 
por el movimiento feminista de Georgette Sand culminó con “la denuncia de varios 
supermercados y cadenas que cobraban sobrecosto a productos de versión femenina” 
(Bergès, 2016).  
 
     Si bien estos antecedentes tienen un sustento económico enfocado en lo comercial, que 
afirma que las mujeres están dispuestas a pagar un sobrecosto por ciertos productos que 
satisfacen su vanidad, este tipo de afirmaciones también están construidos bajos parámetros 
estereotipados que conciben a la mujer que siempre busca ideales de belleza física. No 
obstante, no es claro esto por ejemplo con los productos de contención de la menstruación, 
en donde ninguna lógica de satisfacción vanidosa encaja, y si pone en evidencia la 
prevalencia de los principios del modelo económico frente a una condición biológica única, 
como es el caso de “los productos de protección femenina, bienes que sólo tienen un mercado 
objetivo, es decir, un único grupo al que se le pretende vender el bien, en este caso las 
mujeres” (Arias, 2017). 
 
     A nivel Nacional, según investigación desarrollada por Moreno (2015) para la Red de 
Justicia Tributaria expone que “una mayor carga tributaria hacia las mujeres por medio de 
los impuestos indirectos haciendo énfasis al IVA de las toallas higiénicas y los tampones”. 
Todo este análisis y el deseo de incidencia dentro de la red género la campaña Menstruación 
Libre de Impuestos, que incluía demandas de inconstitucionalidad a la Ley de Financiación 
o Reforma Tributaria de 2016 (ley 1819 de 2016), fundamentando tal inconstitucionalidad 
en el carácter sexista que tenía gravar con el 19% de IVA artículos de primera necesidad 
femeninos. A su vez, en dos históricos fallos de noviembre de 2018 (Sentencia C-117 y 133) 
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la Corte Constitucional, no solo elimina el gravamen, sino que, además, exime de impuestos 
a dichos artículos. 
 
     Desde el punto de vista de los derechos humanos, el trabajo tanto conceptual como de 
análisis ha sido amplio, en lo que respecta al principio de progresividad, se encuentra un buen 
acervo en el desarrollo internacional de los derechos económicos, sociales y culturales, que 
con el tiempo han sido ampliados a todos los derechos humanos: 
El principio de la progresividad es inherente a todos los instrumentos de derechos 
humanos a medida que se elaboran y amplían… exige más bien que, a medida 
que mejora el nivel de desarrollo de un Estado, mejore el nivel de compromiso 
de garantizar los derechos económicos, sociales y culturales (OEA, 1993).  
     Desde este aporte se encuentran entonces trabajos como el de Nikken (2010) y a nivel 
jurisprudencial nacional, las Sentencias C-228 de 2011 y T-826 de 2014. A pesar de esto, 
ningún antecedente documental hace referencia al principio de progresividad en los derechos 
de las mujeres ni tiene en cuenta la violencia económica en dicho principio. 
 
3. La experiencia de Argentina en comparación con Colombia, frente a la 
promulgación de normas para el tratamiento tributario de toallas higiénicas y 
tampones 
      
     Tanto Colombia como Argentina, a pesar de las distancias geográficas que las separan 
comparten problemáticas comunes, como países ubicados en “una de las regiones más 
desiguales del mundo” (Amarante y Galván, 2016).  La historia de las dos últimas décadas 
da cuenta de una búsqueda permanente por la equidad en la distribución de ingresos con el 
propósito de equilibrar la balanza en beneficio de los grupos menos favorecidos, sin embargo, 




     Entre grupo de problemas generados por las deficiencias económicas, se encuentran 
inscritas las formas de discriminación hacia las mujeres, como los evidenciados con el 
“impuesto rosa” o el “impuesto a la mujer” que comparten ambos países.  
Según un informe del observatorio de géneros del Centro de Economía Política 
Argentina (CEPA), los casos de juguetes prácticamente idénticos, las versiones 
“femeninas” manifestaron un sobreprecio de entre el 3% y el 300% y, por el 
contrario, no se constataron casos a la inversa donde existieran sobreprecios en 
la versión masculina (Marinelli, 2020). 
 
     No obstante, a diferencia de Argentina que aún adeuda a la población femenina la 
generación de políticas de reduzcan las brechas de género, Colombia ya muestra avances en 
esta materia al darle un espacio en el debate público a la gestión de productos de higiene 
menstrual, y abordando la necesidad de reducir los tributos que se asignan a estos, sustentado 
en tres argumentos: Es un producto de uso exclusivo de las mujeres, es insustituible, y poner 
barreras de acceso pueden afectar la dignidad de un sector de la población que tiene bajos 
recursos. Pero para las mujeres de este país austral, que requieren “un promedio de 25 toallas 
o tampones mensuales, 300 anuales y 12.000 a lo largo de la vida, aún deben pagar en tributos 
al Estado la suma de USD 72.778.872 millones” (Esquivada, 2016), ubicando a este país en 
el grupo de países con mayor costo de estos productos, lugar que comparte con Ucrania, 
Eslovaquia y Alemania. 
 
     En Argentina esta problemática se agudiza con la desigualdad económica, de la que no 
están ajenas las mujeres, y es que según lo refiere Esquivala (2016), “las mujeres en el país 
ganan en promedio un 27% menos que los hombres”, situación que genera mayor fragilidad 
laboral y mayores niveles de desempleo para ellas, a lo que se suma el tiempo que deben 
dedicar diariamente a las labores domésticas propias de sus hogares. En este contexto, el 
acceso a productos de higiene personal, que, según datos de marzo de 2017 para Buenos 
Aires, “quienes menstrúan gastan hoy entre $700 y $1200 pesos al año” (Esquivada, 2016), 
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registrando entonces una importante situación de desnivel frente a la población del sexo 
contrario.   
 
     Se presentan para el país varias situaciones a saber: La primera da cuenta de la carencia 
de mecanismos legales incluyentes para enfrentar la crisis, pues a pesar de contar con un 
programa Precios Cuidados, esta tiene sus limitaciones, al cubrir parcialmente el acceso a 
productos de higiene. En segundo lugar, el país “no cuenta con un programa que contemple 
la eliminación del IVA en productos de higiene para minimizar la desigualdad y la falta de 
recursos para afrontar el costo de productos de primera necesidad, siendo su utilización 
obligatoria” (Marinelli, 2020). 
 
     Esta situación ha generado el pronunciamiento de voces en favor de que se elimine este 
impuesto a los productos de higiene personal, dando lugar a iniciativas recientes en ese país, 
que buscan soluciones efectivas. Según Azcue y Patiño (2018), “el 8 de marzo del año 2018, 
en ocasión del Paro Nacional de Mujeres, desde el Colectivo Economía Feminista se inició 
la Campaña denominada MenstruAcción con el fin de visibilizar que la menstruación es un 
factor de desigualdad social” (p.6), poniendo en la agenda pública la necesidad de medidas 
efectivas para favorecer la equidad de género, precisando tres solicitudes: “La eliminación 
del IVA para los productos de gestión menstrual, su provisión gratuita en espacios 
comunitarios, e investigación y producción de datos estadísticos para el análisis del impacto 
de la falta de acceso a los mismos” (Azcue y Patiño, 2018, p. 7) . 
 
     En el mismo año, como lo reseñan Azcue y Patiño (2018), “el movimiento Libres del Sur 
presentó al Congreso dos proyectos de ley, uno sobre la provisión gratuita de elementos para 
la gestión menstrual y el segundo sobre la eliminación del impuesto al valor agregado que 
pesa sobre dichos elementos”. Según los autores: 
Con el primero se buscaba la obligatoriedad en el ámbito nacional de garantizar 
la provisión gratuita de elementos para la gestión menstrual en espacios 
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destinados a la educación, la salud, la reclusión de personas, y el alojamiento 
diurno y nocturno para personas en situación de calle y el segundo, pretendió 
incorporar la Ley del Impuesto al Valor Agregado, excluyendo del IVA a los 
productos de gestión menstrual, bajo la concepción de que la menstruación es un 
hecho fisiológico que forma parte de la vida de las mujeres y que demanda unas 
condiciones mínimas de higiene (Azcue y Patiño, 2018, p. 5).  
 
     Estas iniciativas no prosperaron, y la falta de avances en esta materia para el país en el 
terreno legislativo a pesar de los debates presentados en el año 2018, dan cuenta de dos 
posiciones contrarias que no han alcanzado consensos, la primera es el reconocimiento de 
que las mujeres en situación de vulnerabilidad no pueden comprar toallitas y tampones, pues 
sus ingresos son inferiores a los de los varones y los productos para gestionar la menstruación 
son de alto costo. (Azcue y Patiño, 2018, p. 13). A la otra orilla, existe la concepción de que, 
si bien los productos de gestión menstrual son obligatorios, “no se consideran de primera 
necesidad” (Azcue y Patiño, 2018, p. 15), dicotomía que obliga a las mujeres con menor 
cantidad de recursos a recurrir a productos de menor calidad poniendo en riesgo su salud. 
 
     En Argentina aún no se ha promulgado una ley que favorezca la condición de las mujeres, 
pero según la experiencia vivida por países como Colombia que debió recorrer un largo 
camino para generar conciencia, hacer visible la problemática y generar proyectos de ley al 
respecto, muestra un camino positivo frente al tema. Si bien aún no se ha dictaminado una 
ley, “su presencia en el Congreso y la visibilidad del tema en la agenda pública ya representa 
un avance en la lucha por achicar la brecha de la desigualdad entre hombres y mujeres” 
(Agencia Textual, 2017). 
 
     Con este ejemplo que vislumbra un poco el panorama en América Latina, se evidencia 
como los avances en esta materia en Colombia, ubican al país en el nivel de países como 
Canadá, Irlanda, India, Kenia y algunos estados de EE. UU. que no aplican ningún impuesto 
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a estos productos. La gran conclusión es que los precios y el cobro de IVA a las toallas 
higiénicas y a los tampones generan diferencias abismales que no distinguen ubicación 
geográfica, cultura o posición económica.  
 
4. Impuestos Rosa y Sesgos de Género 
 
     Hay gastos de las mujeres que no tienen los hombres y cuyo costo se hace demasiado alto, 
en este grupo se incluyen la mayoría de los productos de higiene femenina, que en el país 
tienen IVA. En tal razón, ha surgido desde diferentes sectores la iniciativa de establecer el 
“impuesto rosa”, o valor adicional a los productos de uso femenino, que “aumenta casi tres 
veces el valor de algunos productos para las mujeres, en comparación con los artículos para 
hombres, de acuerdo con estimaciones” (Celi, 2018), y que en Colombia cuenta con 
auspiciadores y detractores, los primeros aduciendo que este tipo de productos son  más 
costosos por los insumos, situación que no ha sido suficientemente explorada y evaluada.  
 
     Uno de los productos que más ha generado debates a favor y en contra son los vinculados 
a “la protección femenina, como las toallas higiénicas, siendo estos bienes que sólo tienen 
un mercado objetivo, es decir, un único grupo al que se le pretende vender el bien, las 
mujeres” (Arias Paredes, 2017). Iniciativas que han hecho que surjan mecanismos de apoyo 
como” la reducción del impuesto del IVA para estos productos del 16%, al 5%  en el año 
2016” (DIAN, 2017), en donde a pesar de la reducción del impuesto, la no abolición total de 
los impuestos, es muestra que este tipo de productos, aún no son considerados productos 
esenciales a pesar de ser utilizados mensualmente por las mujeres y que hacen parte obligada 
de la canasta familiar, pero que siguen siendo considerados bienes de lujo.  
 
     Ante este panorama surgen diferentes concepciones, la primera y más representativa es la 
que advierte que en Colombia “un amplio número de mujeres pertenecen a estratos bajos, 
para quienes la posibilidad de que se den el lujo de comprar artículos costosos no existe” 
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(DANE, 2018, p. 15), dado que estos exceden los presupuestos. A este se suma la existencia 
aún de una sociedad que mantiene la división de géneros, para quienes el Estado es un aliado, 
que de forma consciente o inconscientemente sigue emitiendo legislaciones que afectan a la 
población femenina al estar atadas a la condición biológica de las mujeres, y que transgreden 
“los principios fundamentales de todo sistema tributario, la eficiencia y la equidad” (Jaimes 
y Fuentes, 2017, p. 5).  
 
     Otro aspecto que incide en este fenómeno es el que refiere como los productores dan un 
valor sugerido al público, pero son las grandes superficies y los comerciantes son los que 
definen el costo final para el cliente, razón por la que los precios suelen ser variados cuando 
las demandan este tipo de productos. Y es que  el “impuesto rosa”, involucra también hasta 
los diseños que de cierto modo, influyen en la percepción que tienen las mujeres sobre los 
productos que consumen, pues hay colores y formas que intuitivamente llevan a pensar que 
un producto suplirá sus necesidades, aspecto que está directamente vinculado a los ideales 
de género que “relacionan a la mujer con la delicadeza y unos esquemas específicos, en 
cambio el hombre debe ser brusco y firme, sin embargo, esto no implica que un producto 
deba ser más costoso que el otro” (D’Alessandro, 2016, p. 110). 
 
     Generalmente, los estudios se han enfocado en estudiar cómo las reformas tributarias 
influyen en las diferentes clases sociales, pero no la afectación sobre la economía familiar 
precedida por mujeres. En este aspecto, impuestos como el del IVA a los productos 
higiénicos femeninos, se genera un impacto en los gastos de los hogares, como lo refiere el 
Grupo de Género y Justicia Económica de la Red por la Justicia Tributaria en Colombia, 
“este tipo de impuestos tienen gran impacto en los hogares más desfavorecidos 
económicamente en los cuales hay dificultades para acceder al mínimo vital de supervivencia 




     Este panorama nacional, hace evidente que, hay mayores niveles de pobreza cuando las 
mujeres comandan el hogar, porque la gran mayoría de estas familias tienen a su cargo 
madres solteras, que no tienen pareja ni otro proveedor secundario, problemática que no se 
presenta en hogares con jefatura masculina con hogares donde hay dos personas que proveen 
ingresos (Moreno, 2018). Esto supone un golpe más fuerte a las mujeres, que por los roles 
de género que hay en la sociedad son quienes tienen mayores tasas de desempleo e 
informalidad, y justamente, las reformas afectan a los que menos tienen y al final las que 
menos tienen son las mujeres. 
 
4.1. Aplicaciones en el Sistema Tributario 
 
     Desde hace años el país enfrente un desbalance fiscal por la falta de ingresos que cubran 
los gastos. En este sentido, el gobierno juega un papel trascendental, pues sobre este recae la 
responsabilidad de formular directrices que “influyen sobre la actividad económica a lo largo 
del ciclo económico mediante sus políticas tributaria y de gasto” (Rincón y Rodríguez, 2017, 
p. 161), ejerciendo influencia directa en las dinámicas de consumos de los ciudadanos, y a 
pesar de las múltiples reformas tributarias que han tratado de aumentar el recaudo para darle 
sostenibilidad a los gastos, el panorama es cada vez es peor, de tal forma que difícilmente 
habrá posibilidades de encontrar avances en términos de fiscalidad y género. 
 
     Ante un panorama de recaudo regresivo, crisis económica y gasto inequitativo, las mujeres 
son uno de los grupos de la sociedad que se ven más afectadas, puesto que las soluciones 
para superar la problemática han impactado de forma negativa la situación de las mujeres, al 
verse inmiscuidas en “una problemática que se encuentra relacionada con los desequilibrios 
macroeconómicos, consecuencia de los desajustes fiscales, que buscan ser solucionados con 
el incremento de la carga impositiva indirecta a través de la aplicación de la Regla Fiscal” 




     A esto se suma que, como lo refiere la Fundación Carolina (2010), “los estudios sobre 
sesgos de género en las políticas fiscales son todavía muy escasos”, y las iniciativas que se 
ha gestado para eliminar las barreras de género en este aspecto, se han quedado en la etapa 
diagnostica y propositiva. En esta línea, la reforma tributaria,  
Realizó cambios significativos en el impuesto del consumo, de los hogares 
colombianos, haciendo que la mayoría de los productos pasó de ser el 16% al 
19%, lo cual puede llegar a tener un efecto directo sobre las decisiones de 
consumo y trabajo de las mujeres colombianas, dado que aún predomina la 
desigualdad de género en la sociedad, lo que lleva a que la política económica, 
como la fiscal, tenga un efecto diferenciador entre los hombres y mujeres 
(Moreno Plaza, 2015 como se citó en Arias, 2017). 
 
     En este escenario, los gobiernos están llamados a adoptar políticas públicas que permitan 
estructurar una política fiscal con enfoque de género que se desarrolle bajo un sistema 
tributario progresivo, eficiente y productivo, acorde con los mandatos constitucionales. Por 
lo tanto, se hace necesario “convertir la política tributaria en una política de Estado, soportada 
en un gran pacto social, equitativo, incluyente y participativo, especialmente para las 
mujeres, en el que se dé cumplimiento al mandato constitucional de contribuir con los gastos 
del Estado” (plazas, 2016), bajo mecanismos que auspicien la justicia y la equidad y por 
sobre todo sustentada en ala la capacidad económica o de pago de los contribuyentes. 
 
5. Afectación del principio de progresividad de los Derechos Humanos en la 
imposición de gravamen a los productos de Contención de la Menstruación  
      
     La progresividad como principio, tiene sustento en la legislación internacional, aspecto 
que  “permite aclarar los límites y deberes del Estado respecto de dicho principio a la luz de 
los instrumentos a escala mundial, lo que puede contribuir hacia un mayor reconocimiento y 
eficacia normativa”(Beltrán, 2018, p. 32), característica que ha hecho de este, un principio 
que tiene sustento en “el Derecho Internacional de los Derechos Humanos,  pues contempla 
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la obligación de los Estados de lograr el desarrollo progresivo de los derechos económicos, 
sociales y culturales” (Calvo, 2015, p. 20). Por lo tanto, los Estados en pro de la ratificación 
de los tratados internacionales están llamados a: 
Introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias para asegurar el 
fiel cumplimiento de las obligaciones asumidas, la supresión de las normas y 
prácticas de cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas 
en dichos instrumentos, y por otra, la expedición de normas y el desarrollo de 
prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías (Beltrán, 
2018, p. 11). 
 
     En este contexto, Colombia como Estado social de derecho, está llamada a generar 
condiciones de justicia reales, estables y en sintonía con los tratados internaciones, esto 
porque como lo señala Muñoz (2010), el principio de progresividad “no puede ser un mero 
instrumento retórico, sino que realmente debe tener implicaciones jurídicas y política” (p. 
95). Siendo la progresividad un principio que “propende por el mejoramiento permanente y 
constante de las condiciones de vida del hombre y consagra en el ordenamiento positivo el 
derecho inalienable del hombre al mejoramiento de su calidad de vida” (Díaz, 2019, p. 3). 
 
     A su vez, Calvo (2011) resalta como, este principio “tiene implicaciones jurídicas 
específicas destinadas a lograr una sociedad más justa y equitativa, por lo que el Estado tiene 
la obligación de establecer procesos encaminado a la completa realización de esos derechos” 
(p. 69), aspecto que implica la corrección de las  visibles desigualdades sociales, el facilitar 
la inclusión y participación de sectores más marginados y vulnerables de la población en la 
vida económica y social de la nación, así como los estímulos permanentes al mejoramiento 





     A partir de estos elementos puede firmarse que, como lo refiere la Corte Constitucional, 
el principio de progresividad es “una herramienta conceptual como un mandato normativo 
derivado del derecho internacional de los derechos humanos que se aplica para evaluar la 
validez de medidas destinadas a aumentar el goce de los derechos constitucionales y los que 
constituyan un retroceso en esa aspiración” (Sentencia 486 de 2016). Por lo tanto, este 
principio evoca a “los requisitos mínimos a los cuales debe sujetarse el Estado al momento 
del diseño e implementación de políticas públicas que puedan implicar retrocesos en los 
derechos de los ciudadanos” (Beltrán, 2018, p. 37).  
 
     Por lo tanto, siendo la progresividad como lo refiere González (2019) da cuenta de “la 
capacidad de un tributo para lograr como fruto de su aplicación una redistribución del ingreso 
que promueva la equidad” (p. 103). A su vez, en el ámbito tributario, el principio de equidad 
establece que dos individuos con la misma capacidad contributiva deben efectuar una 
aportación similar (equidad horizontal), a su vez, que debe existir una contribución diferente 
en términos relativos, cuando difiera de la capacidad contributiva de los individuos (equidad 
vertical) (Romero y Grass, 2013).  
 
     Si bien se concede mayor relevancia a la equidad vertical para valorar la progresividad de 
un tributo, es importante que se empiece a tener en cuenta las implicaciones reales sobre la 
equidad horizontal, es decir, las circunstancias asociadas a la progresividad tributaria según 
el nivel de ingresos. En este escenario, los legisladores están llamados a adoptar políticas 
públicas que permitan estructurar una política fiscal con enfoque de género que se desarrolle 
bajo un sistema tributario progresivo y eficiente, acorde con los mandatos constitucionales, 
de ahí, que sea necesario convertir la política tributaria en una política de Estado, apoyada 
por un amplio pacto social equitativo, incluyente y participativo. 
 
     La incorporación de la perspectiva de género en la agenda pública, sumada a la búsqueda 
de una mayor equidad y sustentabilidad de los procesos de desarrollo, “reduce la brecha 
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generada entre ingresos por géneros, la aplicación de los derechos sociales y la valoración 
del trabajo de hombres y mujeres” (Triki, 2015, p. 32). Por tratarse de un asunto relacionado 
directamente con la equidad, es necesario que se analice cómo las políticas tributarias y 
presupuestarias están afectando a los diferentes grupos de la población, mujeres y hombres, 
pobres y ricos, y la manera en la que contribuyen a reducir sus desigualdades, puesto que en 
la medida en que el gasto estatal tenga un mayor impacto en las personas con menores 
capacidades económicas se favorecerá la reducción de estas brechas y se tendrá un efecto 
redistributivo.  
 
5.1 Antecedentes de las Demandas “Ley de Financiación 1819 de 2016” 
 
     La Reforma Tributaria enmarcada en la Ley 1819 de 2016 surge con la intencionalidad de 
hacer el sistema tributario colombiano eficiente, equitativo y simplificado, a la vez que 
asegurar la sostenibilidad de las finanzas del estado. En términos generales, se fortalece el 
sistema tributario en tres líneas: En la primera Gobierno Nacional por medio de la DIAN, 
busca subsanar  las dificultades en el control de los tributos y porcentajes reales de la 
productividad de un grueso amplio número de colombianos que evaden las declaraciones y 
tributos, haciendo uso de bases de datos tecnológicas para el control y administración de los 
impuestos, con el objeto de  “masificar y unificar criterios entre instituciones financieras 
privadas y públicas con las  plataformas de recaudo y seguimiento a nivel nacional” 
(Congreso de Colombia, 2016). 
 
     Una segunda línea, en la que se orienta esta ley, corresponde a “la imposición de sanciones 
penales de hasta nueve años de cárcel para aquellas personas naturales que evadan el 
impuesto a la renta” (Congreso de Colombia, 2016). A partir de una tercera línea de 
actuación, es la que le asigna a la DIAN la tarea de establecer la trazabilidad del flujo de 
efectivo, tanto de las personas naturales como jurídicas, con el propósito de ejercer control y 




     Adicionalmente, y en el marco de referencia de este análisis, la ley incluye dos artículos 
que establecen medidas de excepción o reducción porcentual en el pago de impuestos sobre 
los productos. El artículo 175, que define una lista de bienes de primera necesidad y uso 
indispensable en la canasta familiar, que se hallan excluidos del impuesto y por consiguiente 
su venta o importación no causa el impuesto sobre las ventas, y el artículo 185, que modifica 
el artículo 468-1 del Estatuto Tributario, y detalla los bienes gravados con la tarifa del cinco 
por ciento (5%) (Congreso de Colombia, 2016). 
 
     En ninguno de los dos artículos se contempla las toallas higiénicas y los tampones, para 
la eliminación o reducción del porcentaje del IVA, a pesar de ser bienes de aseo personal 
relacionados con el ejercicio de los derechos reproductivos y a la salud de las mujeres. No 
obstante, durante el debate parlamentario, se incluyen las toallas higiénicas y tampones con 
una tarifa diferencial del 5%, al considerar apropiado “darle un tratamiento tributario 
preferencial en IVA para los artículos de protección femenina por la menstruación, los cuales 
son bienes de primera necesidad e indispensables para la salud de la mujer” (Congreso de 
Colombia, 2016). 
 
5.2 Análisis de las Sentencias C-117 y C-133 de 2018 
 
      La sentencia C-117 de 2018, es promovida a petición del demandante que considera 
como: 
La disposición parcialmente acusada viola los principios de igualdad, equidad y 
progresividad en materia tributaria... Lo cual resulta discriminatorio para las 
ciudadanas colombianas del sexo femenino con respecto al artículo 13 y 43 de 
la Constitución Nacional y contraría los principios constitucionales de 
progresividad y equidad en materia tributaria, debido justamente a que las 
ciudadanas colombianas estarán siendo gravadas con IVA, solamente por haber 





     Así mismo, resalta que el IVA es un impuesto indirecto, que no consulta la capacidad 
económica de las personas y se aplica sobre el consumo y las importaciones, y un IVA sobre 
bienes de primera necesidad, impacta de manera regresiva e inconstitucional. A su vez, se 
soporta en que “el principio de progresividad plasmado en el artículo 363 Superior no se 
predica en cada impuesto en particular individualmente considerado, sino del sistema 
tributario como un todo, salvo los casos de tributos específicos que sean manifiestamente 
regresivos”. 
 
     En respuesta a esta demanda, y respondiendo a si el art. 185 de la Ley 1819 de 2016 
vulnera los principios de igualdad, equidad y progresividad tributaria al gravar con impuesto 
sobre las ventas (IVA) de 5% bienes utilizados solo por las mujeres, sin tener en cuenta su 
capacidad económica, la Corte estableció que la imposición de una tarifa de IVA de 5 % a 
las toallas higiénicas y tampones viola los principios de equidad, igualdad y justicia tributaria. 
Aduciendo que “esta medida discrimina a las mujeres cuando establece un impuesto por 
consumir productos insustituibles y que tocan su dignidad, con lo que se impacta 
desproporcionadamente, en especial a las mujeres de más bajos recursos” (Corte 
Constitucional de Colombia, SentenciaC-117, 2018). 
 
     A su vez estableció que “estos bienes no son sustituibles en la actualidad por otros de 
menor o igual valor económico y son de uso necesario para el ejercicio de otros derechos 
fundamentales por parte de las mujeres, como el derecho a la igualdad” (Corte Constitucional 
de Colombia, SentenciaC-117, 2018). Declarando por lo tanto la Corte, inexequible la partida 
96.19 del artículo 185 de la Ley 1819 del 2016, y en consecuencia incluyó estos productos 
de uso femenino en el listado de bienes excluidos del impuesto al valor agregado, 




     Respecto al principio de progresividad, la Corte después de escuchar apreciaciones como 
la de la presidencia, que define como el principio de progresividad plasmado en el artículo 
363 Superior no se predica de cada impuesto en particular individualmente considerado, sino 
del sistema tributario como un todo, salvo los casos de tributos específicos que sean 
manifiestamente regresivos; el Ministerio de Hacienda que argumenta como: El aparte 
demandado respeta los principios de progresividad y de equidad del sistema tributario, ya 
que estos no se predican de los impuestos o de elementos que conforman el sistema tributario, 
sino del mismo como un todo, y el Instituto Colombiano de Derecho Procesal, que indica 
como para este caso el efecto es progresivo, porque hasta antes de la reforma tributaria de 
2016 las compresas y tampones higiénicos estaban gravados a la tarifa general del impuesto 
sobre las ventas.  Concluye que:  
El principio de progresividades debe leerse en conjunto con los otros argumentos 
expuestos para sustentar el cargo de desigualdad e inequidad tributaria. 
Estimando que los intervinientes, al argumentar la carencia de certeza y 
suficiencia de dicho señalamiento, confunden el análisis de aptitud con el de 
fondo, por lo cual está objeción no puede prosperar (Corte Constitucional de 
Colombia, SentenciaC-117, 2018). 
 
     Paralela a esta, la Corte resolvió con la sentencia 133 de 2018 una demanda entorno 
a las decisiones legislativas que dejaban por fuera de la exención del IVA, las toallas 
higiénicas y los tampones y justificada en que las normas acusadas vulneran los 
artículos 1º, 13, 43, 338 y 363 de la Constitución Política y desconocen el bloque de 
constitucionalidad de derecho económicos, sociales y culturales. Acusando de 
inconstitucional el artículo 175 de la Ley 1819 del 2016 por omisión legislativa relativa 
debido a la no inclusión de estos productos de higiene femenino en el listado de los 
bienes y servicios excluidos del IVA (Corte Constitucional de Colombia, SentenciaC-
133, 2018).  
Ante esta demanda, la Corte en su pronunciamiento aclaro que:  
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La Corte mediante la reciente Sentencia C-117 de 2018, se pronunció sobre una 
demanda de inconstitucionalidad en contra de la partida arancelaria  y declaró 
inexequible la partida 96.19 del artículo 185 de la Ley 1819 de 2016, que grava 
las toallas higiénicas y tampones con una tarifa de 5% de IVA, he incluyó estos 
productos en el listado de bienes exentos del impuesto al valor agregado, 
contemplado en el artículo 188 de la Ley 1819 de 2016 (Corte Constitucional de 
Colombia, SentenciaC-133, 2018). 
      
     Por lo tanto, la Sala advierte que se cumplen los requisitos para la configuración de cosa 
juzgada constitucional respecto del artículo 185 acusado, puesto que en dicha demanda se 
objetó la misma norma de la partida arancelaria y se presentaron los mismos cargos de 
inconstitucionalidad por vulneración de la Constitución Política, debido a la violación de la 
igualdad, equidad y progresividad en materia tributaria, y se declaró la inexequibilidad de la 
disposición demandada. Por lo tanto, el contexto o marco constitucional, a partir del cual se 




     Una política fiscal que tenga en cuenta la perspectiva de género, o más bien, la situación 
desigual en la que se encuentran las mujeres en la sociedad debe reconocer su impacto 
diferenciado en los diversos grupos de la población. Esto implica que en su planificación 
debe apuntar a disminuir la desigualdad fruto de la división sexual del trabajo, reconocer este 
factor de inequidad e integrarlo con las políticas económicas. Es fundamental descifrar las 
articulaciones que existen entre los sistemas económicos y las relaciones de género que se 
desprende de los mismos. 
  
     Bajo estas premisas, es preciso afirmar que no es posible tener política fiscal sensible al 
género si no existe un sistema económico sostenible, ni lograr reducir la desigualdad, de 
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ningún tipo, en el marco de un sistema tributario inicuo y regresivo. En este sentido, al 
analizar las políticas económicas no tienen en cuenta la situación desigual en la que se 
encuentran hombres y mujeres en el país, en las que la provisión de bienes y servicios básicos 
en gran parte se ha sostenido en la provisión de trabajo no remunerado de las mujeres en el 
interior de los hogares y es justamente esta realidad a la política fiscal está llamada a cambiar.  
 
     Por lo tanto, el principio de progresividad, que se predica en el sistema tributario, y que 
hace referencia al reparto de la carga tributaria entre los ciudadanos obligados a su pago, 
según la capacidad contributiva de la que disponen, definidos bajo criterio de análisis de la 
real capacidad contributiva. Después de la revisión realizada sobre el debate legislativo y las 
decisiones en torno a la exoneración del IVA para los artículos de uso femenino, que para 
llegar a buen término debieron recurrir al uso de instrumentos legales hasta ser escuchadas, 
se accede a un sistema tributario neutro, que conserva las diferencias relativas entre los 
aportantes en este caso entre las usuarias de los productos.  
 
      Este es un debate que apenas inicia, ya que en la esfera que establece una desigualdad en 
el pago de impuestos, desde el enfoque de género, es amplia la lista de productos y servicios 
que deben estar en discusión y análisis. Por lo tanto, se hace indispensable que previo a la 
generación de políticas fiscales se valore la inequidad de la estructura tributaria y el 
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